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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TIIIBUNAL CONSTfI'UCIONAL

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional inte¡puesto por don Angel Gamboa García

contra 1a resolución de lojas 57, de fecha 26 de mayo de 2017, expedida por la Segunda

Sala Civil de la CoÍe Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedente la
demanda de autos.

I¡T]NDANTENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en cl drano

c¡ficial El Peruano el 29 de agosto de 201,1. este Tribunal estableció, en el

1ündamento 49, con carácter de precedente, que se cxpedirá sentencia interlocutoria
dcncgatoria. dictada sin más trárritc, cuando se presente alguno de los siguientes

Lima. 22 de oclL¡bre de 2018

stos, que igual¡nentc están conleddos en el articulo 11 del Reglame¡to

a)

b)

c)

d)

omativo del l'ribunal Constitucional

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cucstión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de De¡echo invocada cont¡adiga un precedente del Tribunai
Constituciol1al.
Se haya decidido de manera desestimatoriá en casos sustancialmente iguales.

2- En el p¡esente caso, con l'echa l0 de marzo de 2016, la pa e demandalte solicita
que se deje sin efecto cl despido arbitrario del que ha sido victima y que, en

consccucncia, se ordene al Cetpro "Be¡jamin Galecio Matos" que lo reincorpore en

el cargo de i¡structor de computación. y se disponga el abono de las

remuneracioncs dejadas de percibir desde la fecha de su despido. Reñere que

brindó sus servicios para la entidad demandada desde cl 7 de setiemb¡e de 2012
hasta el 5 de enero de 2016, y que fue despedido de lbrma verbal, sin mediar
justiiicaciól1 alguna, motivo por el cual su despido resulta violatorio de su derecho
al trabajo. Al ¡especto, coÍesponde a este Tribunal cvaluar si lo pretendido en l¿

demanda será dilucidado en una vía diferente de la constitucional, de acuerdo a lo
dispr¡esto en el afticulo 5.2 del Código Procesal Constitucional.
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3. En ese sentido, en la Sentencia 023 83-201 3-PA/TC, publicada en el diario olicial
El Peruano el 22 de julio de 2015, este T bunal estableció, enel funda¡¡ento 15,

con carácter de precedente, que uDa vía o¡dinaria se¡á "igualmente satisfactoria"
con-ro la via del proceso constitucio¡al de amparo si en un caso concreto se

demuestra, de manera copulativa, el cumplimiento de los siguientes elementos:
i) que la estructura del proceso es idónea para la tutela del derecho; ii) que la
resolución que se fuera a emiti! pueda brindar tutela adecuada; iii) que no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una
tutela ugente derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las

consecuencias.

E¡ este caso, desde una perspectiva objetiva, tenemos que el proceso laboral
abreviado de la Nueva Ley Procesal del Trabájo, Ley 29,197, cuentá con una

tura idónea para acoger la pretensión del demandante y darle tutela adecuada.

ir, el proceso laboml se constituye en una via célere y eficaz respecto del
alllparo, doodc pucdc rcsolvcrsc el caso dc de¡echo fundamental p¡opuesto por cl
demandante. de conformidad con el fundamento 27 de la Sentencia 02383-2013-
PA7TC,

5. Por otro lado, atendiendo a üna peÉpectiva subjetiva, en el caso de autos no se ha
acreditado un riesgo de ineparabilidad del derecho en caso se lransite por la vía
ordinaria. De igual manera, tampoco se veriñca la necesidad de tutela urgente
derivada de la ¡elevancia del derecho en cuestión o de la gravedad del daño que
podria ocurrir.

6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe una via igualmente satisfactoria que es el
proceso laboral abreviado. Así, habiéndose verilicado que la cuestiór de De¡echo
invocada co¡tradice un precedente dcl T¡ibunal Constitucional, el recurso de
agravio debe ser desestimado.

7. De otro lado, si bien la sentencia emitida en el Expediente 023 83 -201 3-PA/TC
establece reglas procesales en sus iundamentos 18 a 20, es necesario prectser que
dichas reglas son aplicables solo a los casos que se encontraban en trámitc cuando Ia
precitada sentencia fue publicada en el diario oficial El Perüano (22 de jLllio de 2015),
no ocurriendo dicho supuesto en el presente caso, dado que la demanda se interpuso el
l0 de marzo de 2016.

8- En consecuencia, y dc [o expuesto en los l'und¿mentos 2 a 6.§rp,.d, sc veriñca que
el presente recurso de agravio ha incu¡rido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del lindamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
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PA./TC y e¡ el inciso c) del articulo 1l del Reglamento Normativo del 'l'ribunal

Constitucional. Por esta razón, cor'responde declarar, sin más trámite, improcedenle
el recurso de agravio constitucional.

Por estos f'undamentos, el 'lribunal Conslilucional, con la autoridad que le

conliere la Coristitución Política del Perú, e1 fundamento de voto del magistrado Sardór1

de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Batela, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado !'errero Costa.

RESUEI,VE

Publiqucsc y notifícluese

MIITANDA CANALES
SAIIDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B t <<)

La que

OT

Declarar IMPIIOCEDENTE el recurso de agravio constitucional.

SS,
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TAROADA

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la sentenci¿ interlocutoria expedida en autos,
discrepo de su fundamentación.

En ci acápitc b) del fundamento 49 de la scntencia cmitida c¡ cl Expcdjcntc 00987-
2014 PA./ l'C 

-precedente 
Vásquez Romero- este'fribunal Constitucio¡al seialó quc

debe rechaz¿rse el recurso de agravio constituoional cuando la cucstión dc Dcrccho que
contiene no sea de especi¿l trascendenoia constitucional.

Bn este caso, la parte demandante solicita su rcposición e¡ el puesto de trabaJo, por
considcrar que fue despedida arbitrariamente. Sin embargo, como he scñalado
rcpctidamcntc cD mis votos emitidos como magistrado de este'fribuDal Constitucional,
considero clue nuestra ConstitucjóD no establece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi entender, cl dc¡ccho al trabajo consagrado por el articulo 22 de la Constitucrón no
incluye la reposición. Como scñalé c¡ el voto singular que emití en el Expedicntc
05057 2013-PA/lC. Precedente Huatuco Huatuco, el derecho al trabajo

debc ser entcndido coña La posibilidad de accedet libft,nenre al nkrcddo ldbotdl o d
dcsan-olltt la dLtitidi¿ económi.d que uho qu¡eru denko de los lím¡¡es que lo ley
e able& po/ nzotes de orde públíco. Solo csta i.lerpretación es consislente coD las
libertadcs dc contratación y trabajo co¡sagrádas c¡ cla¡liculo 20, incisos t4 y l5; la libcrlad
dc cmpresa establecida en el arliculo 59'i y. la visióD dinámica del proceso económico
conlcüida cn cl arlicülo 61'de la Constitución.

Asi, cuando el articulo 27 de la Constitución de 1993 cstablece que "la ley otorga al
trabajador p¡oteoci(in adecuada contm el despido arbitrario", se reiiere solo a obtenc¡
una indemnización determinada po¡ la ley.

A mi crilerio, cuando la Constitución utilizó el adj.ti,to arbitrario, englobó ta¡to al
dcspido nulo coño al injust¡lica.lo de los qüe hablaba el Dccreto Legislativo 728, Ley
de Fomento del Emplco, de 12 cle noviembre dc 1991.

listo es así porquc, scgi¡n cl Diccionario de la Lengua [spañola, drbitrdria cs

S{cto a la libre volunlad o al capricho a¡tes que a la ley o á la razón.

Indcbidamentc, la I-ey 26511 promulgada cuando ya sc cncontraba vigente la actual
Conslilución prc¡c¡dió equiparar el despido que la Constitución deno¡¡inó d/,áülario
solo a lo que la versión original del Dec¡eto Legislatjvo 728 llarfló injusti"licado.
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Scmciantc opcración normativa implicaba afirmar que el despido nulo no puede ser
dcscrito como "su.jeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ll]y o a la razón", lo
que es evidentemente inaceptablc.

Más allá dc su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como co¡secucncia resucitar la
reposición como medida dc protección frente a un tipo de despido, entregándolcs a los

.jueces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nüeva clasificación -!ue se mantiene en cl Tcxto Único Or<lenarlo ilel Decreto
Lcgislativo 728, Lcy de P¡oductividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
DecretoSupremo003-97-TR csinconstitucional.

Lamcntablcmc¡te, este error ftre ampliado por el T¡ibunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), cn los que dispuso que
corcspondia la reposici¿)n incluso frcntc al despido arbihario.

Al ticmpo que extrajo la reposición de la cxistc¡cia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se disfinguiera entre el despido nulo, cl incausado y el fraudulento. Asi,
si no convencia, al menos confu¡diría.

A mi criterio, la proscripció¡t constitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
lrabajadores del Estado sujctos al Decreto Legislativo 276 o a cüalquier otro régime¡
laboralpúblico.

La Constitución de 1993 cvitó cuidadosamente utilizar el témino "estabilidad laboral",
con cl que taDto su predecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 276, dc 24 de
marzo dc 1984, se reféfian a la reposrción.

Ill derecho a la reposición del régimen de la carrera administrativa no sobrevivjó, pues,
a la prom!¡lgación de la Constitución el 29 cle diciembrc de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi veinticinco años sin que algunos se percaten de ello.

Por tanto, considero que el rccurso de agravio constifucional debe rechazarse porque no
es1á relacioDado con cl contenido constjtucionalme¡1te protegido dcl derecho invocado.

I

S RDóN DH 'I'AROADA

Lo



-w.

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Co11 la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el preseÍte voto singular, para expresar rcspctuosamente
que disiento del p¡ecedente vinculante establecido en la Scntcncia 0098'7-2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los l¡ndamentos que a

continuación expongo:
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EL IRTBUNAL CoNsrrrucroNAl coMo coRTE DE Rf,vrsróN o FALL0 y No DE

CASACIÓN

La Co¡stitución dc 1979 c¡eó el l.Iibunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convifiió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad loc, indepcndiente del Poder
.ludicial, con la tarea de gamntizar la supremacía consfitucional y la vigencia plena
de los derechos iundamentales.

2. La Ley Fu¡damenlal de 1979 estableció que el Tribunal de Ga¡antias
Constitucionales era un órgano de conl¡ol de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el ter¡itorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
conslituía una instancia habilitada para fallar en fon¡a deñniliva sob¡e la causa. Es
dccir, no se pronulciaba sobre los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del 'Iribunal de camntías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus atículos 42 al 46, que
dicho órgano, al eDcontrar una resolución dcnegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbnna errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deliciencia, devolve¡á los actuados a la CoÍe Suprema d(] Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamicntos,
procedimiento que! a todas Iuces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

El modelo de tutela ante amenazas y vulneÉción de de¡echos fue seaiamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lug:r, se amplian los
mecalismos de tutela de dos a cuato, a saber, habeas corpus, arnpatu, hdheas dtia
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunai Constitr¡cional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución 1o

caliñca eróneameüte como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

1
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establecc que el
1'ribunal Constitucio¡¿ es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Peru, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Conslitucional "conocet, en última y
definitit,L¡ instdnc¡d, las rcsoluciones rlenegatot¡as diciadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fi.¡ndamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
con¡¡avendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respelo de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y del Estado (artículo 1), y "la obserta c¡a <|el debido proceso y tutela
jurisdíccional. Ninguna persona pueLle ser desviada de la juris<licción
predelerminada por la ley, üi somet¡dd a proced¡miento d¡st¡úto de los pteviamente
eslablecidos, ni juzgad.t por órganos jurisdicc¡onales de excepción n¡ por
comísiones especiL¡les creada¡^ al efecto c alquiera sea su defio illación",
consag¡ada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se adviede, a diferencia de lo que acontece efl otros países, en los cuales el
acceso a 1a última instancia constitucional tiene lugar por la vía del ce iordrí
(Suprema Corte de los Estados Unidos), e¡ el Perú el Poder Constitu],entc optó por
rm órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de irgresfi al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho cn sede del Poder Judicial. En otras palabras. si lo que
está en discusióI1 es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundame¡tal, sc
debe abrir la vía corespondiente para que cl T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la aperlura de esta vía soio se produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces constitr¡ciolales mediante un porneno zado
rnalrsis de lo que se prelende. de Io que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a Ia pafe como concretización de su derecho
irentmciable a Ia defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
el¿ctivo medio de defensa de los derechos frxldirmentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.
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8. La administració¡1 de jlrsticia constitucioral de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, dcsde su creación, es respetuosa, como corresponde, dcl derecho de

1,,4

EL DERECHo a sER oÍDo collro ITANTFESTACTóN DE r,A DENIocRATrzACróN DE r,os
PRocDSos CoNSTITUCIoN^LEs DE l,a LIBDRTAI)
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dcfensa inhcrcnte a toda pelsona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, interescs y obligaciones.

9. P¡ccisamente, mi alejamiento respecto a Ia emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral. los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación qLre

debe regir cn todo proceso constitr.¡cional.

10. Sob¡e la inteNención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administmr justicia constituye una manifestación del poder qui] el
[stado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
b¡inda con est cto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derccho a ser oído con las debidas g¿rantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye ün elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobrc la esfera de inte¡és de
lrna persona sin permitirle alegar Io corespondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
Iegitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus tazollcs, por
exprcsar de modo suficiente ias razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Huma¡os ha establecido que el
derecho de defensa "obligd el Estado a ttatar al indiyiduo efi todo momento cotuo
un'rerdddero sujeto del proceso, en el más athlplio sentído de este concepto, , ¡1o

simplemente como objeto del mismo"\,y qte "para que exista debido proceso legal
es prec¡so que uk jus¡iciable puedu hacer valer sus derechos y defender sus
intereses en-.fotma efectir)a y en cohdiciones de igualddd procesal con otros
justiciables'2.

I Cote IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

' Cort" IDH. Caso t'Iilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Tri¡idad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, pánafo 146.

¡vl
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvTo CoNSTITUCIoNAL

ll. Fll modclo dc "instancia de fallo" plasmado en ia Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo! pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

15. De conformidad con los a(ículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarsc sobre ei fo¡do. Por endc, no le ha sido dada la compctencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocea" lo que la partc alega
como un agrar io quc lc ccus¿ indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere scr aclarado, justificado y conc¡etado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el emp)eo de la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se pod a
afecta¡, enhe otros, el de¡echo fundamental de defel1sa. e¡1 su manifestación de ser
oido con las debidas ga¡antias, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el l'ribunal Constitucional antes de preseÍtar su
acspectiva demanda-

1 7. Por lo demás, r,?rtatis nlula d¡s, el ptecedette vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA"/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
lállos, como etr el caso Luis Sánchez Lagomarcino Rañírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naluraleza
proccsal de los procesos constitucionales de la Iibertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líqujdo y
cierto. etc.).

tttff

14. Cuando sc aplica a utr proceso constitr¡cional de la libertad la denomi¡ada
"senlencia interlocutoria". el recurso de agravio constitucional (RAC) pierdc su
verdadera esencia jurídica, ya que el 'l-ribunal ConstitucioDal no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalificar" elrecurso de agravio comtitl¡cional.

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
ul1a natuÉleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se liene en cuenta que la justicia en sede constitl¡cional representa la
última posibilidad para protegq y reparar los derechos fundamentales de los
aglaviados, voto a favor de que eD el presente caso se convoque a audiencia para la
visla, lo que gdantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deiinitiva, sea la adecr¡ada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esencialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judiciai;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de l¿r jurisdicción i[ternaciona] de protección de derechos
humanos.

20. Como añnnó Raúl ferrero Rebagliali, "la del'ensa del derecho de uno es, al mismo
ticmpo, una defe¡sa total de la Constitución, pues si toda garantía conslitucional
entraña el acceso a la prestación ju sdiccional, cada cual al del'ender sL¡ derecho
está del¡ndiendo el de los demás y el de ia comunidad que resulta oprimida o
envilccida sin la protección judicial auténtica".

s

FERRERO COSTA WW1 Lo carlil¡coi
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